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			INTRODUCCIÓN. EN POS DE LAS TIERRAS CIVILES CORPORATIVAS  EN MÉXICO: LA DESAMORTIZACIÓN CIVIL  DE LA SEGUNDA MITAD DEL SIGLO XIX

			ANTONIO ESCOBAR OHMSTEDE[1]

			ROMANA FALCÓN VEGA[2]

			MARTÍN SÁNCHEZ RODRÍGUEZ[3]

			¿DÓNDE ESTAMOS?

			Unos días después del 25 de junio de 1856 surgió de las imprentas la ley en torno a la desamortización civil y eclesiástica (Ley sobre desamortización de bienes de las corporaciones civiles y eclesiásticas), la cual, por primera vez a nivel nacional, marcaba lo que sería el proceso de desamortización de los ayuntamientos, colegios, instituciones y bienes que se encontraban bajo la administración de la Iglesia del México de la segunda mitad del siglo XIX. Si bien la ley y el posterior Reglamento del 30 de julio de 1856[4] no recogían en su totalidad los ideales plasmados por los funcionarios del periodo colonial tardío ni todas las discusiones y propuestas de diversas entidades federativas del México republicano de la primera mitad del siglo XIX, expresadas en las diversas legislaciones locales (González Navarro 1981: 221-229; Franco 1986: 169-188; Meyer 1986: 189-211; Mondragón 2009: 49-68; Arrioja 2010: 143-185; Arrioja y Sánchez 2010: 91-118; Cortés 2013: 263-301), sí contenían los aires liberales que flotaban por el mundo y que privilegiaban al individuo, la propiedad, la igualdad y la paulatina conformación de una nación de ciudadanos que diera paso al Estado (Escobar Ohmstede 2010; Sanz 2011: 21-102; López y Acevedo 2012: 13-37). 

			Debemos considerar que México, durante la década de 1850, se encontró inmerso en un proceso histórico del que los demás países latinoamericanos también formaron parte, como Argentina, Brasil, Chile, Perú, Guatemala, Bolivia, Colombia y Venezuela, por mencionar solamente algunos que contaban con población indígena y con diversas corporaciones terratenientes (en el papel o en la realidad). Nils Jacobsen (2007) ha apuntado que el liberalismo se mantuvo como un “paradigma dominante” entre 1850 y 1890 en América Latina, sobre todo, por el convencimiento de los grupos de poder sobre la necesidad de un crecimiento económico. Sin embargo, analizar cómo llegó el liberalismo, cómo se desarrolló y posiblemente cómo declinó, dando paso a nuevas concepciones desarrollistas, nos permite pensar que el liberalismo estuvo lejos de constituir una política gubernamental al unísono, sino que tuvo diversos momentos y un auge disparejo. Quizá hemos dado al liberalismo un peso extraordinario como elemento de cambio y de conflicto en las sociedades, sobre todo por el binomio individualismo versus colectivismo (Ávila 2007: 111-145).

			Pensar y hablar del liberalismo en la actual América Latina implica tener claridad de que si bien en la historiografía latinoamericanista ha habido momentos en que se le ha considerado como uno solo, en realidad no era uno. Tenemos claro que el liberalismo económico tenía como premisa desaparecer los vínculos corporativos heredados de la sociedad colonial, mientras que la vertiente política pugnaba por crear una sociedad regulada y protegida por el derecho de carácter homogéneo y ajeno a las excepciones, en el que las prácticas corporativas eran viables mientras no se trastocaran las normas con que funcionaban las corporaciones. Por otra parte, los liberalismos se acompañaron de reacomodos políticos regionales y nacionales, en los que las coaliciones necesitaban ser realineadas, y quienes lo propugnaban necesitaban ampliar su base de aliados para emprender algunas de las reformas. Una de ellas, basada en las negociaciones y la búsqueda de resquicios legales, propugnó lo que la historiografía ha denominado de manera generalizada como “liberalismo popular”. Sin embargo, en el caso de México y durante la segunda mitad del siglo XIX, los regímenes supuestamente liberales a nivel estatal o provincial interpretaron y aprobaron leyes y reglamentos, además de continuar prácticas, ya sea por diseño o por consecuencia, que contradijeron el liberalismo económico; por ello, quizá, también podríamos hablar de un liberalismo híbrido, surgido desde los gobiernos estatales o los grupos de poder regionales, que hasta cierto punto tomaba en cuenta lo que manifestaron, defendieron o impugnaron los habitantes de los pueblos. Podríamos entenderlo como un liberalismo regional, como el que observamos en San Luis Potosí, Sonora, Estado de México, Michoacán, Tlaxcala, Veracruz y Oaxaca. Tampoco hay que dejar a un lado ese liberalismo conservador que se fue recreando durante el Imperio de Maximiliano, a fines de 1870, o las variantes que se esgrimieron con base en los “usos” o en la “costumbre” de los pobladores de los pueblos (Smith 2012; Falcón 2009), que incluso fueron utilizados por los ayuntamientos. Implícitamente consideremos las formas en que los habitantes y las autoridades de los pueblos se adaptaron y negociaron para reconocer las leyes liberales (Falcón 2015), para después negarlas (por temor a la excomunión) o sencillamente hacer oídos sordos a estas mismas (Traffano 2012: 71-96).

			Un primer resultado de los diversos capítulos que componen este libro es la cuestión sobre si la desamortización fue uno de los pilares fundamentales del proceso de definición y unificación de los derechos de propiedad establecidos con el fin de determinar una economía con tintes capitalistas, sobre todo en aquellos lugares que en términos de una geografía económica llevarían a importantes dividendos (Menegus 2007: 36; Chassen-López 2004; Miño 1994, I: 86; Lira 1983: 238-239; Velasco Toro y García 2009; Velázquez 2009: 291-352). 

			Sin duda, el análisis de los casos contenidos en este libro (Estado de México, Chiapas, Oaxaca, Veracruz, Hidalgo, Michoacán, Distrito Federal y Guatemala) nos llevará a mostrar que en ciertas cuestiones las generalidades son filtradas por una casuística que permite comprender cómo las disposiciones jurídicas y económicas, así como las estrategias de resistencia y negociación, se desarrollaron de manera heterogénea.

			Con todo, hay que considerar que a fines del siglo XVIII y principios del siglo XIX, la tenencia y el aprovechamiento de la tierra se basaban en fórmulas complejas heredadas de España que mantenían buena parte de la tierra al margen del mercado, como podemos observar en Perú (Serulnikov 2008: 119-152) o en México (Arrioja 2011: 245-338), fórmulas que la visión liberal de la economía que se estaba imponiendo veía como obstáculos para la asignación eficiente de los recursos y el buen funcionamiento de lo que ahora podríamos considerar el sector agrario. Desde esa perspectiva, al margen de los procesos de cambio que afectaron los bienes que afectaron a la corporación eclesiástica,[5] la desamortización impulsada a nivel nacional desde la ley de 1856, aterrizada con sus variantes en las diversas entidades político-administrativas de México, iba a centrarse en los “bienes comunales” (tierra, agua, montes y bosques) de los pueblos y en el patrimonio público de los ayuntamientos (Bocanegra Sierra 2008; Barcos 2013: 98-125; Ortiz 2013: 72-84). Sobre todo porque eran considerados formas de propiedad imperfecta, al no pertenecer a un único propietario, lo que obstaculizaba la compra-venta de la tierra y entorpecía su utilización, así como un adecuado control administrativo y el pago de impuestos. Estos aspectos cruzaron desde la frontera norte de México hasta el sur del continente americano (Fandos y Teruel 2013: 149-176; Ávila 2012).

			En este tenor, España y diversos países en la América Latina del siglo XIX fueron testigos de un auténtico cuestionamiento a los patrimonios considerados corporativos, que se trataría de saldar con la titulación de muchos de los espacios agrarios (Iriarte 2000: 627-632 y 2001: 45-70; Rueda 1997 y 2006: 115-154; Birrichaga 2010: 137-155; Barcos 2013: 101-106, 110),[6] lo que a su vez impulsaría una homogeneidad y eficiencia fiscal, ya que todo propietario debería pagar impuestos sobre sus tierras. Cabe resaltar que durante el periodo colonial, la propiedad estaba exenta de impuestos; en cambio, al igual que sucedía en muchos países de Occidente, durante el México republicano fue gravada, y conforme fue avanzando el siglo XIX ese gravamen se volvió un ingreso importante para los gobiernos (Jáuregui 2005: 79-114). En síntesis, el objetivo de los cambios de la legislación desamortizadora era redefinir los derechos de propiedad porque se consideraba imprescindible para desarrollar el campo, modernizar el ramo fiscal del país (Marino y Zuleta 2010: 437-472; Velasco Toro y García 2009: 69-87) y a la vez crear un mercado de tierras, aspecto particularmente relevante para regiones con cultivos de alto valor económico para las redes comerciales.[7] Las preguntas que abren las investigaciones de este libro son: ¿podemos considerar que el mercado de tierras es un fenómeno exclusivo y central de la desamortización?, ¿podemos percibir cómo y de qué manera se manifestaron los derechos de dominio o propiedad y cuáles fueron sus “efectos colaterales” en torno a los demás recursos, como los bosques y el agua?

			Respondiendo algunas de estas preguntas, Olivia Topete Pozas analiza los distintos enfoques que han estudiado la Ley Lerdo (ya sea una perspectiva local, un enfoque amplio u otro que atienden a la pugna por el control de los recursos naturales). Estudia los procesos de adjudicación y uso del manejo del agua en el Valle de Etla, Oaxaca, donde muestra la tensión entre el gobierno federal y estatal sobre la regularización y administración del recurso hídrico, así como el papel de los habitantes de los pueblos en torno a dicho elemento. 

			Aun con lo mucho que se ha comentado el impacto de las leyes liberales de la segunda mitad del siglo XIX en torno a los pueblos indígenas, los ayuntamientos y la Iglesia, todavía quedan algunos interrogantes en torno a lo que implicaron: ¿fue la ley del 25 de junio de 1856 una síntesis que llevaba a la conformación “real” de uno o varios tipos de derechos sobre la tierra o solamente se utilizó en el siglo XX como anclaje jurídico de las leyes sobre terrenos baldíos promulgadas por Benito Juárez (1863), Manuel González (1883) y Porfirio Díaz (1894)?;[8] ¿o fue el elemento esencial de la construcción de una leyenda negra en torno al porfiriato?, ¿su efecto real fue la construcción de un marco jurídico que posteriormente las entidades pertenecientes a la federación retocarían en sus diversos espacios político-administrativos (municipios)? O si tuvo una concreción inmediata con base en lo comentado por el entonces ministro de Hacienda ¿quiénes, por qué y para qué comenzaron a desamortizar los bienes y qué tipo de bienes comenzaron a “trasladarse” a otras manos? Estas preguntas deben de ser contextualizadas en la situación política, militar y social que prevalecía en el campo mexicano (Falcón 2002 y 2013: 239-249), así como con los enfrentamientos por los gobiernos locales y estatales entre diversos grupos y facciones políticas aun entrando en el porfiriato. También habría que considerar que en el último tercio del siglo XIX ya se encontraba en acción una nueva generación de individuos (funcionarios, eclesiásticos, hacendados, comerciantes, militares, rancheros) que no forzosamente tenían fuertes alianzas con los sectores indígenas, como lo habían hecho algunos de sus padres o abuelos, lo que implicó que en determinados rincones del territorio nacional los cambios generacionales llevaran a otras perspectivas y alianzas por parte de los actores sociales.

			EN BÚSQUEDA DE LA REPRESENTACIÓN TERRITORIAL

			En cuanto a los pueblos que contenían población indígena y bienes comunales, básicamente existían cuatro tipos de tierras casi heredados del periodo colonial: 1) fundo legal (concepto decimonónico), 2) tierras de común repartimiento, 3) ejidos y 4) montes y bosques. Estos tipos parecían círculos expandiéndose desde el centro del poblado, así que para los siglos XIX y XX se tenía la idea de que así se encontraba estructurada territorialmente la comunidad indígena.[9] Pero según la historiografía reciente y la cartografía, eso no fue así, puesto que existían y se mantenían espacios agrícolas y poblaciones a diversas distancias, irregulares en su distribución y acceso, que en muchos casos eran estructuras heredadas del periodo colo­nial (Boehm 2001: 145-176; Craib 2004: 163-217; Fagoaga 2010: 247-266). Asimismo, poco se ha considerado la existencia de propiedad privada en manos indígenas (por ejemplo, ranchos, haciendas e inclusive los bienes de los caciques sobrevivientes, por ejemplo, en Oaxaca y Yucatán en el siglo XIX) y casi se ha presentado como una ilusión el hecho de que los pueblos indios cobijaban terrenos comunales, sea como parte del mismo pueblo, de instituciones eclesiásticas o de las que administraban o poseían los ayuntamientos; por lo tanto, la privatización de esas tierras casi llevaba a la “pobreza” del campesinado indio. Esa tendencia ha imperado en la historiografía, cada vez más matizada, sin que neguemos que para algunas partes del México republicano fue acertada.

			Para entender qué sucedió con algunos de los terrenos comunales en la segunda mitad del siglo XIX, que en diversas regiones los ayuntamientos consideraron parte de su territorio y jurisdicción gracias a la herencia de la Constitución de 1812, debemos considerar que muchos de los “nuevos” propietarios (en este caso, los indígenas-campesinos) no terminaron de “adquirir” o perdieron sus parcelas por no erogar los gastos de deslinde, titulación y compra de los derechos o acciones que tenían en usufructo.[10] Otros las conservaron y las dejaron en herencia, mientras algunos más las adquirieron con capital de los “ricos” de los poblados y casi de inmediato las traspasaron a quienes habían facilitado el dinero. En otros casos, los pueblos las adjudicaron y titularon a nombre de sus pobladores, pero manteniendo los primeros el control sobre los recursos, aunque no tenemos claro cómo se distribuía la tierra para la siembra año con año entre los habitantes ni de qué manera las autoridades municipales y los vecinos hacían caso omiso a las indicaciones de los gobernantes o realizaban ventas simuladas. Las autoridades municipales emergían de los mismos estratos pueblerinos, adonde después de un año tenían que regresar, lo cual implicaba un frágil pero necesario equilibrio social. 

			Los capítulos de este libro también muestran que es insostenible la idea de una especie de “puritanismo” de los que fueron elegidos para los ayuntamientos; sin duda, muchos de ellos vieron en los cargos administrativos una manera de obtener ingresos y propiedades en los procesos de deslinde, adjudicación y repartición de los bienes comunales, así como de beneficiarse con los productos de los denominados “terrenos comunales”. Con frecuencia, fueron los miembros de los ayuntamientos los beneficiarios directos o sus familiares o protegidos.

			Una nueva perspectiva de análisis sobre los efectos de la ley de 1856 proviene de la lectura del paisaje a partir de las representaciones escritas y gráficas que reflejan las intenciones políticas, sociales y económicas de los actores del liberalismo y sus efectos sobre el espacio (Sánchez 2011: 201-226). Eso nos llevaría a preguntarnos si las leyes liberales en el mundo agrario llevaron a una reterritorialización de los pueblos, haciendas, ranchos, sociedades agrarias y condueñazgos.

			En este sentido, el trabajo de Martín Sánchez Rodríguez muestra cómo la desamortización transformó el paisaje en la Ciénega de Chapala (Jalisco-Michoacán), específicamente, cómo se organizó el espacio entre ranchos, haciendas y comunidades y sus recursos naturales circundantes, los cuales se debatieron dentro de los marcos de las disposiciones local y federal. Entender la conformación de los paisajes antes y después de la desamortización nos permitirá observar algunas consecuencias en el mundo rural de una reforma liberal que fue una continuación del proceso de “blanqueamiento” a que estaba sujeto la Ciénega desde el periodo colonial. Para el autor eso implica la fragmentación y reconsolidación de las haciendas en algunas regiones de México y la proliferación de los ranchos que crecieron a expensas de haciendas y comunidades, así como el cambio en el uso de los recursos naturales (tierra, agua, pastos, bosques).[11]

			La individualización de las tierras en los pueblos no sólo trajo cambios en el paisaje. Los lugares sin una importante presencia poblacional pero sí geográfica fueron incluidos en la ley y de ellos se tomó algún elemento para la construcción histórica del paisaje en los diversos espacios sociales de México (por ejemplo: sierras, ríos, ojos de agua, manantiales, agostaderos, abras) que a su vez eran las tierras manejadas por cada pueblo. Cada porción con individuos podía imaginarse parte del territorio y los lugares ayudaron a la construcción de las localidades, mas no lo que propiamente se conoce como las tierras de los pueblos, aspecto que se consideró poco o nada en las leyes de colonización, desamortización y de terrenos baldíos de la segunda mitad del siglo XIX, pero que sí se presentó en San Luis Potosí, en el sur de Veracruz (Velázquez 2009: 291-352) y en Michoacán (Rosberry 2004: 43-84; Zárate 2011: 116-123). Los individuos no sólo se encontraban asentados en sitios como pueblos, ex misiones, ranchos, rancherías o barrios pertenecientes a pueblos, sino que conformaron unidades familiares dispersas en los espacios pueblerinos o con movilidad territorial dependiendo del tipo de trabajo de sus miembros. No podemos olvidar que hubo asentamientos dispersos por sierras, montes, selvas y propiedades privadas (haciendas, ranchos), un fraccionamiento y reajuste territorial de los pueblos desde la política de congregaciones en las primeras décadas coloniales, la fragmentación de pueblos (en el siglo XVIII, principalmente) y la readecuación política, administrativa y territorial que trajo la Constitución de 1812.

			De esta manera, los pueblos indígenas eran localidades con recursos naturales, un conglomerado de derechos individuales y colectivos, un tipo de organización que les permitía enfrentar las demandas internas y externas, también contaban con una jurisdicción territorial y político-administrativa concreta; paulatinamente, deberíamos hablar más de pueblos mixtos en términos socioétnicos que de poblaciones uniétnicas, como en algunos casos la historiografía y la antropología contemporáneas parecen considerar. 

			Los pueblos, no sólo en términos jurisdiccionales sino como territorio y herencia de las congregaciones coloniales, presentaban diversas formas (cuadrada, circular o poligonal) y no es posible definir sus límites en términos de fronteras (véase figura 1);[12] pero sí es posible identificar cómo controlaban sitios y escenarios con la jurisdicción territorial, incluso en velada o abierta competencia con otras localidades. Esto se puede entender como la relación cabecera-pueblo (sujeto), pueblo-barrios, pueblo-hacienda, pueblos-estancias y pueblos-misión. Cada caso tiene una complejidad particular en su estructura interna, tierras y términos jurisdiccionales. Habría que agregar que, aun cuando los “términos o linderos” se señalaban en los títulos, muchas veces los actores sociales carecían de la capacidad “material” para definir las “verdaderas y legítimas pertenencias”, a pesar de que en los conflictos por tierras entre los pueblos o con propiedades privadas, éstas parecían estar plenamente definidas (Ortiz 2013; Stauffer 2013: 149-180; Escobar Ohmstede 2011: 9-30; Menegus 2009; Falcón 2009; Mendoza 2004; Purnell 2004: 85-128; Zárate 2011: 116-123). La complejidad del estudio de los pueblos y los derechos que esgrimen sus pobladores se debe a la relación de subordinación entre ellos y a la transformación y transposición de los espacios reconocidos por los actores como propios. En ese sentido, el trabajo de Dolores Palomo Infante enfatiza la importancia que tuvieron las tierras para los pueblos indígenas en el proceso de desamortización desde la segunda mitad del siglo XIX en Chiapas. La sustitución de los cabildos por los ayuntamientos constituye una vía idónea para comprender algunas de las estrategias de negociación de los indígenas para conservar y proteger su territorio. El desconocimiento de las regiones del Soconusco y la Selva por parte de las autoridades estatales y centrales contribuyó a que éstas fuesen conservadas por los pueblos. Desde la dimensión civil, el vacío que dejaron las cofradías llevó al establecimiento de ciertas estrategias para hacerse de formas de propiedad privada.

			[image: ]

			DE ADELANTE PARA ATRÁS.  LA REVOLUCIÓN DE 1910 Y LA LEY DE 1856

			El 6 de enero de 1915 Venustiano Carranza firmó un decreto que se ha considerado uno de los pilares de la legislación agraria del México moderno: desde una perspectiva de “justicia social”, el decreto definía que las tierras usurpadas después de la ley del 25 de junio de 1856 deberían regresar a sus “legítimos” propietarios. Si bien el decreto de 1915 invalidó muchas de las adjudicaciones de terrenos realizadas a partir de dicha ley, no fue sino hasta la promulgación de la Constitución de 1917, que se definió en el artículo 27 que la propiedad de las tierras y aguas, comprendida dentro de los límites del territorio nacional, correspondía originalmente a la Nación. Así se abría un espacio jurídico con el que los gobiernos posrevolucionarios respondían a las demandas de ciertos grupos sociales que habían participado en la lucha armada (Baitenmann 2011: 1-31). En el “Considerando” del artículo 27 se puntualizó que era “palpable la necesidad de devolver a los pueblos los terrenos que han sido despojados, como un acto elemental de justicia y como la única forma efectiva de asegurar la paz”; asimismo, era esencial advertir que la propiedad de las tierras no pertenecería al común del pueblo, sino que serían “divididas en pleno dominio” (Fabila 1981: 270-272).

			No podemos soslayar dos aspectos: por un lado, lo que se percibe a partir de la legislación es la reconformación de un “Estado” patrimonialista (considerado en construcción), en el sentido de que se define que todos los derechos territoriales en México derivan de una propiedad que en el origen correspondía a la Nación, que a su vez los obtuvo como herencia al independizarse. Por otro lado, los argumentos posrevolucionarios aluden a un pasado remoto para justificar el nuevo orden. A decir de Antonio Azuela (2009: 97), se presentó un mito fundador en torno al régimen de propiedad, en el sentido de que éste quedó sintetizado en el Congreso posrevolucionario que se celebró en Querétaro entre 1916 y principios de 1917, lo que permitió una refundación de los mitos políticos con los que se construyeron el discurso y la ideología posrevolucionaria. Así, la Constitución de 1917, que en gran parte recogió los idearios revolucionarios, otorgó tierras a quienes las necesitaban y afirmó la propiedad nacional sobre los recursos por encima de quienes hasta ese momento eran reconocidos como propietarios legítimos. 

			La legislación agraria respondió a una fase política del movimiento revolucionario, tanto en la “primera Revolución” (1910-1920) como en la segunda (1920-1940), sobre todo si consideramos que las principales cabezas de los gobiernos posrevolucionarios (Venustiano Carranza, Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles) no eran adeptos al reparto de tierras en forma de ejidos para los habitantes de los pueblos, aunque en varios lugares repartieron haciendas de sus enemigos políticos —en el caso de Morelos, para negociar con el zapatismo, que se encontraba tan cerca de la Ciudad de México—. No obstante, no podemos dejar de lado la consideración de que bajo sus gobiernos surgieron las principales leyes agrarias. 

			La crítica a los procesos históricos que precedieron a la paulatina consolidación de los gobiernos posrevolucionarios permitió la expropiación de tierras, negociar con los grupos campesinos y sus líderes el futuro otorgamiento de recursos naturales (fuera de aquellas que podían justificarse como perdidas después de 1856), o sencillamente declarar la dotación de tierras que los pueblos consideraban necesarias. El argumento histórico se convirtió en un justificante, pero también marcaría la tendencia de los futuros estudios historiográficos, que percibirían al liberalismo y a la revolución como una especie de mito político (Hale 1994: 821-837).

			Así, la llamada “leyenda negra” que autores como Wistano Luis Orozco, Frank Tannenbaum, Andrés Molina Enríquez, Luis Cabrera, George McCutchen McBride atribuyeron al porfiriato ha marcado una tendencia importante, sobre todo la afirmación de que la enajenación de tierras a partir de la Ley de desamortización de bienes corporativos del 25 de junio de 1856 ocasionó una “proletarización” del campesinado, principalmente de aquel que se encontraba en comunidades indígenas cercanas a propiedades privadas (Pittman 1989), dando paso a una desmesurada expansión de las haciendas y ranchos y casi a la desaparición de los pueblos y barrios indígenas (Arréchiga 2007: 177-139).[13] Dicha idea ha comenzado a matizarse recientemente,[14] aunque sigue teniendo peso para explicar lo acontecido en el porfiriato, especialmente ciertas regiones donde ese hecho es comprobable, como en el caso de Iztacalco (comprendido en este libro) así como en Chalco y Chihuahua, la ley de 1856 sigue considerándose un referente importante y en muchos casos un “parteaguas” (Reina 2010: 309-340; Velasco Toro y García 2009; Chávez 1984).[15]

			Sin duda, tanto Orozco como Molina y Tannenbaum vieron a los hacendados como los principales causantes de la crisis agraria que derivó en la revolución de la segunda década del siglo XX,[16] estableciendo una relación directa entre la privatización-despojo de los terrenos comunales, el descontento en el campo y la revolución iniciada en 1910. Orozco criticó duramente el papel de las compañías deslindadoras (surgidas con las leyes de baldíos) y la ambición de miembros de los grupos de poder por controlar y manejar un mayor número de recursos naturales, sobre todo a partir de su experiencia como defensor de sectores agrarios intermedios en San Luis Potosí y en otras partes del país, aunque también fue abogado de importantes hacendados. Por su parte, Molina cuestionaba la falta de comprensión de los “criollos nuevos” o “criollos liberales” respecto de los indios y mestizos; fustigó la concentración de la tierra por parte de los latifundios e impulsó la necesidad de dividirlo.[17] La crítica de Molina, imperante en una gran parte de la historiografía mexicanista, consideró que la ley de 1856 ocasionó la pérdida de tierras por parte de los pueblos de indios, los ayuntamientos e incluso la Iglesia. Aun cuando el cuestionamiento de Molina es devastador, es también una presentación del indígena como actor pasivo, así como una muestra —siguiendo quizá la corriente positivista y darwinista social— de que los indígenas obtenían lo mínimo necesario debido a su “grado evolutivo” (Molina 1979: 118-131). Sin duda, la posición de estos autores, basada en sus vivencias cotidianas en el altiplano mexicano, no deja a un lado la existencia de fenómenos avasalladores en torno a los pueblos y sus recursos, pero no habría que considerar solamente lo negro y lo blanco en un análisis en que los actores sociales son tan diversos.

			Si bien lo que hemos mostrado es una serie de posiciones críticas al periodo y el gobierno anteriores a la Revolución de 1910, esa perspectiva nos permite llegar a ciertas consideraciones sobre lo que la historiografía sostuvo durante un largo periodo. Por un lado, se mantuvo una desmesurada y casi rampante crítica a lo acontecido bajo el gobierno de Porfirio Díaz, viéndolo como la consolidación de las políticas liberales que llevaron a que muchos o casi todos los pueblos perdieran sus tierras. No dudamos que de los casi cuatro mil pueblos registrados a fines del siglo XVIII muchos hayan visto cómo sus tierras pasaron a otras manos, pero es un aspecto que habría que matizar con base en las regiones, las razones y causales que llevaron a esa pérdida y las formas que esgrimieron los abogados y tinterillos, quienes en una estrecha colaboración con los habitantes de los pueblos supieron utilizar a su favor los resquicios que dejaban las legislaciones nacionales y estatales. Otra veta que debe considerarse es que muchas veces las pérdidas de bienes y su concentración en pocas manos tuvieron lugar dentro de los pueblos, aspecto escasamente tratado pero que constituye una merma para algunos de los habitantes más pobres (Falcón 2009). De todas esas variantes, este libro es un botón de muestra. Por otra parte, las leyes fueron interpretadas por los habitantes de los pueblos de acuerdo con sus propios intereses. Muchos supieron presionar a los intermediarios políticos de sus regiones para que aceptaran los cambios de estructura agraria (Falcón 2015), aun cuando en otros casos contravenían la ley de 1856 o la misma Constitución de 1857, y en otros fracasaron rotundamente. 

			El interés por los efectos de la desamortización tanto en la Iglesia (Bazant 1995: 101-120; Knowlton 1985; Bodinier, Congost y Luna 2009) como en los pueblos indígenas ha aumentado en la historiografía mexicanista y latinoamericanista, sobre todo a partir de la década de 1970. No podemos dejar de lado lo que los antropólogos, como Oscar Lewis, realizaron en sus estudios en las décadas anteriores, cuando observaron la pervivencia de formas comunales de apropiación de las tierras consideradas como desaparecidas antes de la dotación de ejidos o de la restitución de bienes comunales. Estos hechos nos permiten matizar y ver con otros ojos las negociaciones y los acuerdos internos entre los habitantes de los pueblos y las que éstos desarrollan hacia afuera con las autoridades locales, regionales y estatales. Romana Falcón destaca este aspecto al presentar un balance general sobre las raíces históricas y las formas en las cuales, a partir de la profesionalización del derecho y la consolidación de una cultura jurídica abstracta y positiva que acompañó a las disposiciones desamortizadoras en la segunda mitad del siglo XIX, se modificaron las vías de negociación que los pueblos entablaron con la sociedad mayor en lo referente a los conflictos por tierras, bosques y aguas. En un contexto en el que la personalidad jurídica de los actores colectivos se reducía, los poderes informales y las redes personales fueron determinantes en el carácter de los litigios —los pueblos de indios acudían a éstos sobre todo para ganar tiempo—, que sobre todo terminaron por afectar las relaciones familiares, sociales y vecinales en el Estado de México.

			QUÉ SE HA ESCRITO Y DISCUTIDO  EN TORNO A LA DESAMORTIZACIÓN CIVIL

			Se han escrito cientos por no decir miles de páginas sobre la desamortización civil de los pueblos indígenas y sólo unas cuantas sobre los ayuntamientos. Esto no ha sido un “tema de moda” en la historiografía mexicanista, y de algún modo, aunque no se diga de manera abierta, se sigue considerando —a veces con razón— que la ley de 1856 tuvo un impacto directo en las localidades indígenas. Incluso la historia económica ha abundado poco en las finanzas de los municipios (Aboites 2003; Marichal, Miño y Riguzzi 1994; Mendoza 2004 y 2011; Menegus 2009: 157-177) en busca del tipo de ingresos y beneficios que obtenían los miembros de ese órgano, y los vecinos de las rentas por las adjudicaciones, los intereses de las ventas y los mecanismos para iniciar las adjudicaciones de los terrenos, que en muchos casos no contaban con medidas ni límites exactos (aun cuando en ciertos momentos se definían por número de cuartillos de sembradura). Incluso el argumento de deslindar primero las tierras para luego adjudicarlas fue bien utilizado por los habitantes rurales de los pueblos para definir ciertos límites con sus colindantes y después adjudicar a varios jefes de familia, viudos o viudas, ciertos terrenos dentro de los “nuevos” linderos pueblerinos, como aconteció en Oaxaca, Veracruz y San Luis Potosí.

			En los últimos años, Daniela Marino (2001: 33-43),[18] Margarita Menegus (2001: 71-89; 2007: 31-61), Heather Fowler-Salamini (2003: 205-246), Frank Schenk (1999: 215-227) y Romana Falcón (2009: 59-85) han realizado evaluaciones y balances de las tendencias y problemáticas del estudio de la desamortización civil en México,[19] principalmente en lo que se refiere a los tipos de tierras y a su ubicación en las jurisdicciones de los pueblos. La visión más general la presenta Marino, quien divide en periodos (1951-1970, 1971-1980 y 1981-2000) las tendencias de la producción historiográfica y plantea la necesidad de observar de manera detallada la cuantificación de los cambios de los “patrones de la tierra” y la falta de datos confiables para el cobro de impuestos y cuotas. Coincidimos en este aspecto, pues aunque el cobro de 6% como censo se registraba en los ingresos municipales, pocas veces fue efectivo y adecuado, como lo demuestran algunos casos en el Estado de México, Oaxaca y San Luis Potosí. Por otra parte, Menegus muestra los problemas que los estudios han tenido para comprender las características de las tierras y, sobre todo, para saber cuál es el número de hectáreas repartidas según la población. En sus evaluaciones se destaca un aspecto muy importante: las tierras de común repartimiento fueron las que más rápido se adjudicaron (en una primera fase); luego se adjudicaron los propios y finalmente privatizaron los montes y pastos de los pueblos. De esta manera, propone que la segunda etapa se da entre 1870 y 1890 (Menegus 2009: 139-141), al menos en el caso de la Mixteca Baja en Oaxaca. Para el caso de Toluca (Estado de México) la autora obtuvo la extensión de las parcelas y su origen (Menegus 2001: 82-89) para apuntalar su propuesta.[20] Asimismo, considera que la única manera de acercarse al proceso desamortizador es analizar la documentación que guardan diversos receptáculos locales, lo cual se ha realizado poco, según afirma.[21] 

			Si partimos de ese contexto, podríamos suponer que hasta cierto punto es lógico que los estudios sobre los procesos desamortizadores se hayan enfocado primero en la extensión o superficie de las tierras de los pueblos y sus instituciones, y después sobre si la adjudicación y venta de los terrenos había facilitado el acceso de los sectores “pobres” indígenas y si habían sido posteriormente “despojados” de lo que adquirieron.

			Por su parte, Schenk (1999: 215-227) resalta un aspecto que se encuentra en todos los trabajos que evalúa: el retraso de la ejecución de la ley, a lo que nosotros agregaríamos las reinterpretaciones que hicieron los habitantes y autoridades de los pueblos y los gobiernos de las diversas entidades federativas. El autor destaca que ésa fue una tendencia general en todo el país, quizá con excepción de Oaxaca, y entre los argumentos centrales para explicarlo presenta la oposición de los pueblos a la misma y el supuesto desconocimiento de las autoridades sobre dónde se encontraban dichos terrenos. En este sentido, Falcón (2009: 59-85), además de poner sobre la mesa los “ciclos interpretativos” de la historiografía, muestra una preocupación semejante a la de Menegus en torno a las tierras de común repartimiento, pero agrega que cuando fueron tocados los ejidos o los propios aumentaban las resistencias o el rechazo franco, aspecto que se percibe en Michoacán, Sonora, Querétaro, Veracruz, Estado de México y en las Huastecas (Ducey 1989: 209-229; Reina 1996: 259-279; Purnell 2004: 85-128; Gutiérrez Grageda 2005: 307-328; Velázquez 2009: 291-352). Aun cuando los autores parten de una bibliografía semejante, sus conclusiones difieren sustancialmente sobre lo que implicó la desamortización civil y la manera en que se ha abordado. Sin embargo, coinciden en que se han realizado estudios de larga duración, tomando los antecedentes coloniales y de la primera mitad del siglo XIX, para comprender la aparición de la ley de 1856, u otros que parten de esa fecha hasta los inicios de la reforma agraria. Los diversos espacios que estudian los autores mencionados, así como las propias acciones de los actores sociales, llevan a consideraciones diversas; sin embargo, casi todos concuerdan en que los pueblos y sus habitantes lograron negociar los procesos de adjudicación y en ocasiones rebelarse ante ellos. Leticia Reina (2010: 329) considera que de las 77 rebeliones que se dieron en la segunda mitad del siglo XIX, 46 denunciaron en sus planes y proclamas la privatización de sus recursos naturales, sin duda eso es importante, pero remite a la tesis “pérdida de tierras igual a rebeliones”, sin considerar otros factores que llevan a la violencia social. Sin embargo, Diana Birrichaga puntualiza en su capítulo cómo la imposición del juarismo no pacificó ni desarticuló a los grupos populares. Para mostrar esa idea, la autora se centra en cómo algunos municipios, inspirados en principios anarquistas y socialistas, solicitaron separarse del Estado de México para incorporarse a Hidalgo. Esos movimientos, vistos como formas de aprendizaje social, siguiendo la teoría de James Scott, permiten comprender la expropiación de las haciendas en el marco de los proyectos socialista y comunista que, inspirados en la Escuela de la Razón y del Socialismo, derivaron en una forma de “guerra socialista” de la que surgieron movimientos armados en defensa de la tierra. No obstante, no lograron cohesionar a grupos heterogéneos de la región, donde las solidaridades se tejieron según contingencias particulares, fuera de los marcos y las disposiciones institucionales.

			Sin embargo, la “habilidad” de los vecinos, los abogados y los tinterillos que elaboraban los escritos, sirvió para desviar, simular y atrasar las adjudicaciones. Este hecho, que también se puede ligar a los resquicios de las leyes de las diversas entidades federativas, lleva a una gran variedad de posiciones y acciones de los pueblos, de los intermediarios políticos y de las propias autoridades estatales y nacionales, lo que en conjunto representa un mosaico heterogéneo y quizá poco útil para la generalización, aunque sí elocuente en cuanto a las respuestas de los actores sociales (tanto desde “arriba” como desde “abajo”).[22]

			Romana Falcón (2009: 59-85) menciona que el proceso de desamortización puede plantear más interrogantes que respuestas, sobre todo por la manera en que se han seguido los documentos y por los marcos de análisis imperantes según la corriente teórico-metodológica del momento. Uno de los interrogantes es por qué desconocemos tanto sobre cómo los ayuntamientos se mantuvieron a flote y no se debilitaron económicamente, como sí aconteció en España.[23] Se ha considerado que los ayuntamientos en México impulsaron la adjudicación de las tierras porque eso les garantizaba contar con censos reservativos, es decir, obtendrían 6% anual del valor del terreno, el cual se estaría pagando hasta el momento que se liquidara el precio total, y por lo tanto se consideraba un ingreso más seguro para las finanzas municipales que seguir rentando los terrenos de los pueblos. Por ejemplo, José Velasco Toro y Luis García (2009: 164-172) consideran que al sur de Veracruz el interés por convertir en propiedad privada la “posesión comunal” se vio reflejado en el aumento del impuesto a fincas rústicas a partir de 1885.

			Un elemento importante a considerar es que ser propietario, más saber leer y escribir (Traffano 2007: 69-90) y pagar impuestos, permitía al individuo acceder a la ciudadanía, en el sentido de poder votar y ser votado. Aun cuando muchos funcionarios municipales no sabían leer ni escribir, era central que los síndicos lo supieran, ya que ellos elaboraban las defensas, los amparos y las quejas en ciertos niveles de las administraciones estatales. También falta ahondar en la utilización del lenguaje como “ciudadanos” por parte de los habitantes de los pueblos para conservar sus tierras o incluso adjudicárselas entre ellos, aunque no se negaban en algunos casos a la repartición, aspecto que se reflejó en las solicitudes de amparos a la Suprema Corte de Justicia (SCJ) asentada en la Ciudad de México (Knowlton 1996: 71-98; Birrichaga y Suárez 2008, I: 245-267). Se trata de temas que parecen darse por entendidos por los hombres públicos del siglo XIX, aunque no por parte de la historiografía.

			Como se ha comentado, se tejió una “leyenda negra” en torno a la ley de 1856, creíble si se consideran las respuestas y acciones de los indígenas. Esas respuestas pasaban en muchos casos por la violencia cuando fallaban las instancias jurídicas. Las acciones fueron de validación, sobre todo si pensamos que la desamortización, por lo menos de algunas partes de las tierras comunales, era más o menos sencilla, en el sentido de que el derecho de usufructo sobre las de común repartimiento llevaba a un derecho de propiedad plena. Para el caso de Oaxaca, Mendoza (2007a: 65-100) ve que con ese proceso se fortaleció la pequeña propiedad, pues la mayoría de los comuneros obtuvo títulos de propiedad, aunque creemos que no en todos los casos pudieron finiquitar la adjudicación. Habría que considerar que aun cuando se otorgaron tierras por medio de la adjudicación, ya sea porque el pago del censo se postergaba o porque los adjudicatarios no deseaban liquidar su cuenta, podían pasar una o dos generaciones “originales” sin que los “dueños” solicitaran un título que validara su derecho de propiedad, lo que en ocasiones llevaba a la pérdida de su derecho y del terreno. En este sentido, presentando una perspectiva de lo acontecido en el Estado de México, Puebla y Oaxaca, Édgar Mendoza advierte que los conflictos sobre el cambio de régimen de propiedad privada entre las comunidades indígenas desde la promulgación de las leyes de desamortización y hasta la reforma agraria posrevolucionaria debe atenderse tanto en su dimensión económica como social. De allí que el régimen de “propiedad privada” devino en una forma de relación social que llevó a los indígenas a establecer estrategias de negociación y adaptación, y que implicó rupturas al interior de la comunidad, entre otras consecuencias. Mendoza sugiere que hubo dos impulsos: el primero, cuando se expidió la Ley Lerdo y hasta la década de 1880, y el segundo surgió en la década siguiente, cuando la industrialización y el ferrocarril impulsaron las actividades económicas y reconfiguraron las formas de relación de los pueblos con sus territorios. En ese segundo momento, las diferencias sociales se acrecentaron, pero también los pueblos y ayuntamientos acudieron a la legislación para proteger sus fronteras.

			Donald J. Fraser (1972: 615-652) intentó refutar las visiones en torno a la “leyenda negra” del porfiriato, por lo que incluyó a Benito Juárez como el iniciador de las políticas liberales. Argumentó que el objetivo central de la ley de 1856 fue la desamortización comunal, aspecto que corrobora Thomas G. Powell (1974) cuando concluye que algunas comunidades indígenas enteras se fueron desintegrando y sus habitantes terminaron como peones de las haciendas, al menos para el caso del centro de México (véase también Reina 2010: 315, 319, 327, y para el sur de Veracruz, Velasco Toro y García 2009: cap. III). Esas interpretaciones que presentaban un fuerte proceso de pauperización y despojo han sido matizadas por los nuevos estudios desarrollados para Oaxaca, las Huastecas, Veracruz, Michoacán y Yucatán. Por ejemplo, en Morelos, donde debido al surgimiento del movimiento zapatista de 1910 se consideraba que podría verse claramente la perspectiva que hemos mencionado, ahora se percibe que la desamortización de los bienes comunales no significó un momento cualitativamente distinto de la historia de despojo territorial de los pueblos por parte de las haciendas. Salvo contados casos, la hacienda no participó en el proceso de concentración de la propiedad originado en la privatización definitiva de los bienes de los ayuntamientos (Crespo 2009).[24] Sin embargo, no negamos que varios pueblos vieron cómo sus tierras pasaron de manera definitiva a otras manos, aunque en muchos casos esas tierras habían sido arrendadas por años o sencillamente perdidas; otros casos, como comentamos antes, vieron en el deslinde una manera de definir límites con otros pueblos y propiedades privadas, y gracias a los títulos primordiales que conservaban en sus manos lograron especificar las tierras que supuestamente les pertenecían. En muchos casos, la desamortización también condujo a la concentración de los recursos naturales dentro de los mismos pueblos, lo que en ocasiones llevó a un proceso de pauperización interna.

			Aun cuando los estudios de Powell, Fraser y otros autores de las décadas de 1970 y 1980 hablaron de tierras comunales en general y resaltaron la exclusión de los ejidos, poco claros en su definición y localización en la ley de 1856 pero no en el artículo 27 de la Constitución de 1857, en la actualidad se sabe con más precisión que el proceso se centró primero en la desamortización de terrenos de común repartimiento, luego en los montes y en algún momento en torno al agua, debido a que ciertas familias tomaron o adaptaron la certeza que a su propiedad y a su futuro podían otorgarles las instituciones administrativas y de justicia del gobierno federal presentando un título que amparara sus terrenos y los recursos que contenían.

			Los estudios de Margarita Menegus, Romana Falcón, Diana Birrichaga y Carmen Salinas Sandoval (2007: 207-251), Édgar Mendoza (2007a: 65-100; 2007b: 103-133; 2005: 209-236), Laura Machuca (2007: 169-197), Daniela Marino, Luis Arrioja (2007: 135-167) y Antonio Escobar Ohmstede (2007: 253-298) nos llevan a las consideraciones mencionadas; sin embargo, no tenemos muchos datos sobre las extensiones que fueron adjudicadas a los pobladores de las localidades, su tipo y ubicación (pensando en nichos ecológicos), cómo fueron subsanando el pago ni si realmente los ayuntamientos recibieron los intereses o a qué los destinaron (compra de instrumentos musicales, arreglo de la escuela, iglesia o casas consistoriales, por ejemplo). El proceso se fue dando de manera lenta y zigzagueante, aunque por lo general logró un avance significativo a fines del porfiriato y principios del siglo XX en los lugares donde se fue consolidando el catastro y debido a la proliferación de planos en torno a las tierras que se consideraban de común repartimiento, lo que de alguna forma permitió ubicarlas en su espacio físico, así como al parecer sucedió después con los ejidos.

			A partir de lo producido por la historiografía con los datos de mediados del siglo XIX y los de la primera mitad del siglo XX se pensaría que México fue un adalid del liberalismo; sin embargo, no fue único en el contexto latinoamericano, aunque sí el que ha tenido más constancia en la relación entre la propiedad y lo fiscal. Por esta razón se incluye Guatemala, aunque sólo se aborda considerando los análisis que se dieron en torno a Chiapas y Guatemala, si bien existe una frontera política-administrativa, los procesos y los momentos tienen cierta semejanza a lo que sucedió en el actual estado fronterizo mexicano. Aspecto que llevó a considerar la incorporación de un estudio sobre Guatemala para demostrar la semejanza con el caso chiapaneco.

			Debemos señalar que hay una diferencia importante en cómo se desarrollaron las desamortizaciones en México y en los Andes: aun entrado el siglo XIX, el tributo indígena se fijó en los Andes como un pacto entre los indígenas y la Corona española, primero, y después en los países independientes a cambio de reconocimiento y protección de su propiedad;[25] en los Andes, el tributo fue durante varias décadas el ingreso principal y después se modificó con el guano, en el caso del Perú, lo que impulsó en la década de 1860 a procesos de eliminación de las tierras comunales (Ragas 2007: 287-319; Peralta 1991), así como la explotación del cobre y la caña de azúcar en Bolivia.

			Bolivia se asemeja al caso peruano, ya que el tema de las tierras surgió de la necesidad de reformar el sistema de hacienda pública e ingresos del gobierno en la década de 1850 y como parte de los intentos continuos de sustituir el cobro de los diezmos por impuestos al capital y no a la renta. Es decir, las discusiones respecto a los ingresos del gobierno condujeron de inmediato al tema de la contribución indígena y a su “injusticia”, lo que derivó en un examen de la situación de la propiedad de las tierras en las comunidades. No fue sino hasta principios de 1870 cuando se fortaleció la idea de la desvinculación y la abierta necesidad de extinguir las comunidades. El objetivo era otorgar al indígena la propiedad con todos sus derechos divisibles, enajenables y transmisibles. Hasta el 5 de octubre de 1874, de acuerdo con la Ley de ex vinculación, se fue reconociendo el derecho de los indígenas a sus posesiones y se les otorgaron títulos de propiedad. De esa manera, cada terreno se sujetaba a un pago o impuesto territorial (Barragán 2007: 351-394; Irurozqui 1999: 705-740; Demelas 1999: 157-188).

			En Colombia, los indígenas de los resguardos tuvieron que enfrentar otras dificultades y amenazas, como las suscitadas por las confusiones en las interpretaciones de las leyes de desamortización de bienes de manos muertas de la Iglesia de 1861 y de las normas de la Constitución de 1863, que consagraba como principio la igualdad de todas las personas frente a la ley, el derecho a la propiedad individual y su libre circulación comercial. Ambas normas llevaron a que algunos creyeran que los resguardos eran ilegales por ser una forma de propiedad corporativa, al igual que las eclesiásticas, porque violaban el principio de igualdad al conceder una especie de privilegio a los indígenas, y porque establecían distinciones raciales que no debían existir, y porque negaban el acceso de los indígenas a la propiedad individual. Esas confusiones fueron aprovechadas por los interesados en acceder a las tierras de los resguardos (Solano y Florez 2012; Mayorga 2012; Muñoz 2015: 153-177).[26] 

			Lo acontecido en México, Perú, Bolivia y Colombia cuenta con algunas semejanzas en Venezuela. Ahí durante la primera mitad del siglo XIX se pretendió privatizar las tierras de las comunidades indígenas para incrementar la población por medio de la colonización. La Ley de Baldíos de enero de 1852 reconoció las tierras baldías existentes con el fin de que fueran vendidas y, de esta manera, incrementar los ingresos de un debilitado erario; fue una vía legal que el gobierno utilizó para declarar baldías las tierras de los resguardos indios, sin que sus habitantes recibieran indemnización o pago alguno por la tierra, ya que las autoridades esgrimieron diversos conceptos jurídicos sobre lo que implicaban la tierra baldía y el ejido (Samudio 1999: 157-188 y 2012). El 2 de junio de 1882 se publicó la Ley sobre “Reducción, Civilización y Resguardos Indígenas”, en donde quedaba establecido que la adjudicación individual de tierras del reguardo serviría de título suficiente de propiedad y garantizaría los derechos adquiridos y reconocidos. Dos años más tarde, el 16 de junio de 1884, una nueva ley no sólo reconoció como comunidades indígenas a las de los territorios de Amazonas, Alto Orinoco y la Guajira, sino también a las que poseían el “título fidedigno”. Al año siguiente, el 25 de mayo de 1885, se consagraría la extinción del resguardo.

			En El Salvador, la producción del añil en la década de 1830 trajo aparejado un intento de privatización de tierras comunales y ejidales en favor de los grandes hacendados, aspecto que desató una ola de rebeliones. Sin embargo, ante la competencia internacional, las autoridades comenzaron a cambiar el cultivo, y en la década de 1840 se inició el de café, que alcanzó su auge en la década de 1880. Fueron esos cambios en la producción los que motivaron las verdaderas transformaciones en la tenencia de la tierra. Las más aptas para el nuevo cultivo resultaron ser las que estaban ocupadas por las comunidades indígenas. 

			La producción de café como producto de alto valor comercial en el sur de México, Guatemala y El Salvador muestra elementos comparativos sobre los procesos de “competencia” por la tierra entre los pueblos y los propietarios privados en un espacio que contaba con semejanzas y “fronteras” político-administrativas (Ávila 2012). La importancia del café justificaba la expropiación y privatización de las tierras comunales en 1881 y del sistema ejidal en 1882. Las circunstancias fueron diferentes, pero el argumento fue el mismo que en México en 1856, con lo que se pretendía consolidar la privatización de tierras corporativas civiles y eclesiásticas. Los antecedentes de rebeldía de los salvadoreños se perpetuaron en el último cuarto del siglo XIX y primera mitad del XX hasta la gran matanza de 1932. Sin embargo, ésta es sólo una de las perspectivas historiográficas, la que podríamos llamar “tradicional”. 

			En Guatemala, la política estatal de privatización de la tierra —a finales del siglo XIX— trajo una multiplicidad de acciones que debían hacer posible la privatización de la tierra (por ejemplo, la medición de la tierra y el establecimiento de mojones). Los pueblos hicieron denuncias de tierras baldías, escribieron peticiones para obtener tierras de manera gratuita o se quejaron de los atropellos que sufrían por parte de las autoridades estatales o líderes de otras comunidades. Privatizar la tierra implicó la promulgación de leyes y la contratación de una buena cantidad de agentes técnicos de oficina y de campo que hicieron posible y condujeron todo el proceso burocrático, práctico y legal (González-Izás 2014). El trabajo de Aquiles Ávila analiza cómo a partir de Cádiz se procuró establecer el proyecto de nación centroamericano, principalmente en Guatemala. Cabe destacar la tensión entre la promoción de la propiedad privada en el ámbito jurídico y la realidad de facto, que conservaba la tradición de propiedad comunal, ejemplificada con el estudio de caso de dos poblaciones cercanas a Antigua, Guatemala. 

			Una condición importante en todo eso era que en buena medida dichos actos de medición se hacían con el propósito de ordenar el territorio. La práctica de la medición, por ejemplo, se volvía un mecanismo para visualizar el límite exacto entre un lugar y otro, lo cual constituía una manera de imponer el orden mediante la ciencia y el poder del Estado (Gallini 2009).

			En síntesis, la profundidad de los reacomodos en los países latinoamericanos dependía en gran parte de la manera en que se iban articulando los espacios de cada uno de ellos. Por ejemplo, entre 1859 y 1862, Argentina se enfrentó a una serie de asuntos locales, políticas nacionales y reformas fiscales, orientada a reconciliar diversos grupos regionales de poder (Zeverio 2009: 33-56). Respecto a Brasil, las reformas liberales durante los gobiernos moderados de los Saquaremas y la conciliaçâo a principios de 1850 se limitaron a la abolición del comercio esclavo y a una reforma agraria, más que nada porque los grupos regionales de poder estaban anclados en la esclavitud (Celestino 2003: cap. V; Lopes y Gutiérrez 2007: 321-350). 

			Por otra parte, como apuntamos antes, Perú no tuvo una ley como la mexicana de 1856, las leyes bolivianas de 1866 y 1874 o los esfuerzos de privatización de las tierras municipales y comunales de Guatemala y El Salvador en la década de 1880 tuvieron el fin de fomentar una fuerza de trabajo libre y sin coacción por parte del gobierno para las fincas cafetaleras. En Guatemala, las leyes de mandamiento de 1870 y posteriores sí permitieron utilizar la fuerza para el reclutamiento de los brazos necesarios para las fincas. Sin embargo, es de destacar que aun cuando en varios países se presentaron reformas casi idénticas, los sentidos que podían tener y sus consecuencias fueron drásticamente distintos.

			Los países de la actual América Latina que contaban con importantes conglomerados de población indígena vieron en la desamortización civil no solamente la manera de construir diversas formas de propiedad privada y titulada, sino también la de modernizar el sistema fiscal y la agricultura, incluso una manera más coherente de igualdad que llevaría a la consolidación de una nación cultural, por una parte, y de una nación política, por la otra.

			CÓMO PODEMOS COMPRENDER  LA LEY DEL 25 DE JUNIO DE 1856

			Como hemos visto, la ley del 25 de junio de 1856, surgió, al menos para el caso mexicano, según diversos estudiosos como una especie de conclusión de “un proceso” (Chávez 1984; Reina 2010: 309-340) de las diversas políticas desamortizadoras que se habían desarrollado desde el siglo XVIII, cuando México (Knowlton 1985 y 1995: 121-143)[27] aún pertenecía a la Corona española, políticas que en el caso español continuaron hasta la década de 1820 (Iriarte 2001: 45-70; Rueda 1997 y 2006: 115-154). Prevalece una insistente tendencia a ver la desamortización como un proceso de larga duración, desde la segunda mitad del siglo XVIII en adelante (Franco 1986: 169-186; Velasco Toro 1993; Arrioja 2007: 135-166 y 2010: 143-185; Arrioja y Sánchez 2010: 91-118). En esa tendencia se encuentra el capítulo de Úrsula Torres, donde se tratan algunos antecedentes que subyacen a la aplicación de la Ley Lerdo en el estado de Chiapas desde el primer tercio del siglo XIX, lo que permite comprender la tradición jurídica y legalista en torno a la protección de las tierras municipales y su adaptación a las formas de propiedad privada, en una entidad en que la historiografía ha visto el proceso como de constante “despojo”.

			Lo que se ha cuestionado es que la ley de 1856 haya sido realmente un parteaguas en la la legislación agraria posrevolucionaria, como lo han demostrado los diversos estudios para Jalisco, Michoacán, las Huastecas, San Luis Potosí, Oaxaca, Estado de México, Veracruz, Morelos, Distrito Federal, entre otros, y que hemos referido a lo largo de esta introducción.

			El proyecto de ley firmado por el entonces presidente Ignacio Comonfort, el 25 de junio de 1856, se presentó ante el Congreso en la sesión del 28 del mismo mes (Memoria 1857: 3-14). En él se subrayó el principio de la propiedad individual como rectora (artículo 25) y fue incorporado a la Constitución de 1857 en su artículo 27. Quedó así establecida la prohibición de que las corporaciones adquirieran o administraran bienes raíces. De esta manera, sobre la base de que debía circular la propiedad raíz (es decir, poner en el mercado la propiedad “estancada” por las manos muertas), la ley ordenaba que las adjudicaciones consideraran la renta o canon anual de 6% del valor de la propiedad (artículos 1 y 2). Este valor se tomaba fijando un viejo principio vigente en la organización de las corporaciones civiles y eclesiásticas afectadas, ya que en siglos anteriores la Iglesia había “legalizado” el interés, considerando un máximo permitido de 6% de los capitales impuestos a censo o a rédito (aunque ese porcentaje era superado por quienes facilitaban los dineros y créditos). A decir de Margarita Menegus (2009: 115), la ley equiparaba los derechos de los censatarios y los de los arrendatarios. En este sentido, Antonio Escobar Ohmstede llama la atención sobre una muy importante distinción: el derecho al uso y a la propiedad, los cuales tienen un carácter distinto e historiográficamente deben atenderse por separado, como lo muestra su análisis de lo que implicó para los habitantes de los pueblos ubicados en los Valles Centrales de Oaxaca. Con una inquietud semejante, Eric Leonard propone para Los Tuxtlas, al sur de Veracruz, un acercamiento a las lógicas y los procesos mediante los cuales el cambio legal en los derechos de propiedad afectó a las instituciones informales que enmarcaban las relaciones sociales en el seno de una sociedad rural confrontada a la desamortización. El capítulo analiza en qué medida los cambios en los derechos de propiedad llevaron a reevaluar el contenido de los arreglos que organizaban la producción y la comercialización de los cultivos destinados al mercado: el algodón, el tabaco y la caña de azúcar. 

			Los artículos que van del 4 al 24 de la Ley Lerdo contenían disposiciones encaminadas a asegurar los derechos de adquisición de los arrendatarios o censuarios y poseedores legales de las fincas, por una parte, y los de las corporaciones que deberían recibir el pago del valor del bien, en caso que se redimiera el precio, por otra. Los 35 artículos ordenaban las formas en que se deberían hacer las operaciones de desamortización y las sanciones que se debían aplicar, además del derecho de los adquirientes de la propiedad.[28] Los diversos artículos no especificaban las características de las tierras que debían adjudicarse, aun cuando en el artículo 8 se exceptuaban los ejidos (aquéllos heredados del periodo colonial) y los terrenos destinados al servicio público de las poblaciones. Quisiéramos poner en entredicho la perspectiva tan agraria que se le ha dado a la ley, aunque seguimos sin descartar que otorgar el derecho de propiedad fuera un elemento fundamental de ésta.[29] Sin embargo, la excepción de los ejidos quedó eliminada muy poco después, en la Constitución de 1857, lo cual abrió el espectro de tierras de-samortizables, al menos desde la perspectiva institucional.

			Según el artículo 32, el erario público participaba de los beneficios previstos, ya que las traslaciones de dominio de las fincas rústicas y urbanas afectadas por la ley pagarían 5% de alcabala, que se liquidaría la mitad en efectivo y la otra mitad en bonos de la deuda pública. Con ese artículo, el gobierno alentaba a los tenedores de la deuda pública a que adquirieran bienes, recuperaba y bajaba de precio los títulos de la deuda y evitaba la especulación y la presión al gobierno. Este aspecto básicamente se centró en los bienes de las instituciones eclesiásticas y en menor medida en los pertenecientes a los ayuntamientos.

			Sin embargo, no hay mucha claridad sobre el tipo de corporaciones civiles a las que se dirigía el artículo 1 de la ley del 25 de junio de 1856, aunque el artículo 3 básicamente se refería a los ayuntamientos y colegios “y en general a todo establecimiento o fundación que tenga el carácter de duración perpetua o indefinida”. ¿Aquí cabrían los pueblos indígenas o sus tierras? Aun cuando la misma Constitución de 1812 y las subsecuentes constituciones mexicanas consideraron que los indígenas se habían convertido jurídicamente en una rémora del pasado, la realidad parecería diferente. Los diversos artículos de la ley dejaron muchas dudas que debieron aclararse de manera constante durante el primer año de su aplicación. Aun así, Andrés Lira considera que hubo un espíritu conciliador en la ley al no ignorar los servicios que prestaban las corporaciones a la sociedad, lo que se vio reflejado en el artículo 8, por el que fueron exceptuados de las enajenaciones los edificios destinados directamente y de manera inmediata a los servicios u objeto de las corporaciones (Lira 1983: 238).

			Finalmente, el artículo primero del Reglamento del 30 de julio de 1856 (Memoria 1857: 14-20) considera las tierras de repartimiento, pero no es sino hasta el artículo 11 que se menciona que después de los tres meses señalados para el remate se podían celebrar ventas convencionales de las fincas no arrendadas por las comunidades y parcialidades de indígenas. Un mes después se aclaraba que las tierras indígenas de común repartimiento entraban en la desamortización. Si consideramos que esas tierras ya estaban divididas y otorgadas a familias de los pueblos, parecería que la ley y su reglamento sólo trataron de titular la propiedad de aquello que ya se consideraba propiedad de las familias o de la cabeza de la familia, quienes supuestamente desde la Colonia pagaban un censo enfitéutico a las repúblicas de indios. Sin embargo, no eran los pueblos, como después lo consideró el decreto del 6 de enero de 1915, sino “las corporaciones”, en este caso los ayuntamientos, los que deberían ceder sus títulos sobre la tierra para cobrar los réditos y las redenciones (artículo 14). Este argumento permitiría suponer que los hombres públicos del siglo XIX conjeturaban que todas las tierras de los pueblos pertenecían por antonomasia a los ayuntamientos, con lo que desconocerían de un plumazo la estructura jurisdiccional y agraria heredada del periodo colonial y que no habían logrado desarticular en las casi cuatro décadas posteriores a la independencia política. Claro, una era la intención y otra cosa los alcances y límites de esas políticas en la vida real y concreta del mundo rural, como se prueba en diversos capítulos de esta obra.

			En síntesis, hay que reconsiderar la cuestión. La ley de 1856 no se proponía liberar fuerza de trabajo ni crear un mercado de tierras como fin esencial; su preocupación era fiscal, debido a que no se definen los terrenos a desamortizar en términos de categorías o calidades; sólo se especificó el tipo de tasa que los nuevos propietarios deberían pagar. Sin embargo, tampoco podemos no plantear una visión maniquea; la ley, al menos para quienes la elaboraron, defendieron y promocionaron, tenía una doble finalidad: la liberalización de la tierra y el cobro de impuestos sobre esta misma, aunque no queda clara la prioridad en las finalidades. El mismo Miguel Lerdo de Tejada especificó a los gobernadores que se pretendía eliminar uno de los “errores económicos que más han contribuido a mantener entre nosotros estacionaria la propiedad”; así, presentaba la ley como una “medida indispensable para allanar el principal obstáculo que hasta hoy se ha presentado para el establecimiento de un sistema tributario, uniforme y arreglado a los principios de la ciencia, movilizando la propiedad raíz, que es la base natural de todo buen sistema de impuestos” (Memoria 1857: 10). Un aspecto va ligado al otro: con las traslaciones de dominio el gobierno federal recibiría recursos y los bienes “estancados” se pondrían en circulación, lo que fomentaría y desarrollaría “las artes e industrias” que de ellos dependían.

			De acuerdo con lo anterior, los ayuntamientos y la Iglesia serían los responsables (y quizá desde el discurso liberal y a veces conservador, los indígenas también) del atraso y estancamiento del país, a diferencia de los propietarios privados que contaban con grandes extensiones de tierra y que también fueron criticados pero excluidos en las propuestas del Congreso Constituyente de 1856. El ayuntamiento también era un terrateniente importante, aspecto que acentuaron la Constitución de 1812, a través de las Diputaciones provinciales (que fueron autorizando los Reglamentos de Propios y Arbitrios de los ayuntamientos) y las constituciones estatales, y que fue considerado en el artículo 3 de la ley de 1856 y en el Reglamento del 30 de julio; por eso suponemos que casi de inmediato los ayuntamientos comenzaron a desamortizar y adjudicar las tierras, para hacerse de los intereses anuales que aquéllos producirían. Así lo demuestra la “Noticia general de las fincas rústicas y urbanas de corporaciones civiles y eclesiásticas, que han sido adjudicadas y rematadas en almoneda pública”, de la Memoria, que mostraba los bienes adjudicados durante los primeros seis meses de vigencia de la ley. El cuadro con los datos se realizó con detalle, seguramente a partir de los informes de los jefes políticos, ayuntamientos y administradores encargados de la adjudicación, y se estructuró según la división política del momento. Básicamente, ayuntamientos, colegios, escuelas, conventos, cofradías, obras pías, congregaciones, hospitales, archicofradías de todo el país, y las parcialidades de Tenochtitlán y Tlatelolco en el distrito de México, adjudicaron y remataron sus bienes (aunque no sabemos a ciencia cierta la veracidad de la información, por la parcialidad de ésta y el periodo tan breve de ejecución de la ley), que consistían en casas, potreros, almudes, “pisos de casa”, fanegas de sembradura, cajones, solares, terrenos, haciendas y ranchos (Memoria 1857: 170-532). 

			En Chiapas se registraron ventas del ayuntamiento, de la curia eclesiástica, de un convento y una archicofradía; en Aguascalientes, básicamente el ayuntamiento de la ciudad y varias cofradías y parroquias, lo que se repite en Colima, Coahuila, Durango, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Estado de México, Michoacán, Puebla, Querétaro, Sinaloa, San Luis Potosí, Yucatán y Zacatecas. En el Territorio de Colima, los indígenas de Comala, Juluapan y Cuautlán vendieron varios terrenos; en Oaxaca y el Territorio de Tehuantepec se registran, entre octubre y diciembre de 1856, varios “comunes” vendiendo sus propiedades a quienes parecerían ser prestanombres o arrendatarios. La rapidez de la adjudicación en Colima y Oaxaca se debió al interés de los propios arrendatarios y las autoridades intermedias (jefes políticos), y no de todas las autoridades municipales. De esta manera, se consideraba que el valor de las ventas de los bienes alcanzaba un poco más de 23 millones de pesos, de los cuales el distrito de México aportó cuatro millones. Sin embargo, Jan Bazant llamó la atención sobre la veracidad de esas cifras, al menos en el caso de los bienes eclesiásticos (Bazant 1995: 101-120; Knowlton 1985: 57), aspecto al cual nos sumamos. El mismo Lerdo de Tejada, pese al optimismo, reveló en su Memoria que no todo iba bien (Memoria 1857: 10-11).

			La idea de que los ayuntamientos se beneficiaron con la renta de los bienes adjudicados o rematados no es nueva ni considera que la ley del 25 de junio de 1856 no es sólo una ley agraria, sino también fiscal (Escobar Ohmstede 2012). Lerdo de Tejada explicó que las corporaciones poseedoras de fincas continuarían recogiendo las mismas rentas que recibían cuando se expidió la ley, con el fin de seguir aplicándolas a los diversos “objetos de la institución”. Sin embargo, hemos observado que el ayuntamiento fue uno de los más beneficiados al asegurar las rentas sobre las propiedades que traspasaba, aunque no queda claro si los recibían adecuadamente. Asimismo, habría que pensar en el impuesto que se generó sobre los terrenos que se consideraron propiedades privadas y que fue esencial para considerar el catastro. Sin embargo, sí llama la atención que la historiografía no lo haya considerado de esa manera.

			Nos hemos centrado en los efectos de la desamortización en los pueblos indígenas, en cómo éstos trataron de paliarlos y en la violencia que acarreó el hecho de que no concluyeran varios procesos que vinieron a poner en la escena pública la ley de 1856, sobre todo cuando se trató de delimitar los terrenos de acuerdo con los títulos coloniales y argumentar quiénes habían usufructuado las tierras de común repartimiento. Aún no tenemos claro si lo mencionado en el Documento 149 de la Memoria fueron simulaciones de adjudicaciones y ventas reales o sólo trámites que legitimaron un proceso de años que aceleró el deseo de los arrendatarios y sobre todo los usufructuarios de contar con un título que legitimara su derecho de posesión. Sólo para algunos estados de México podríamos considerar que la reiteración de leyes estatales que solicitaban que se implementaran las adjudicaciones es un buen indicador de ciertas simulaciones, negociaciones o interpretaciones desarrolladas por diversos actores sociales.

			En cambio, lo que sí ha considerado la historiografía mexicanista es que la ley, por los acontecimientos políticos y militares que enfrentaron los liberales, no sólo la guerra con sus opositores gubernamentales, sino también la intervención francesa, estuvo en buena medida guardada en los cajones de los funcionarios, aun cuando Maximiliano de Habsburgo la consideró vigente en el segundo imperio (Fabila 1981: 147-149).[30] Aceptar la existencia de numerosos problemas entre propietarios privados, entre éstos y los pueblos y de pueblos contra pueblos llevó a que el 1º de noviembre de 1865 se decretara una ley para terminar las diferencias entre tierras y aguas, pero el objetivo era la manera en que se debían entregar los papeles, a qué instancias había que recurrir y de quiénes debían obtener permiso los pueblos para litigar, aspecto que retomaron las leyes liberales, cuando eliminaron la personalidad jurídica de los pueblos para litigar, aunque se mantuvo el juicio de amparo.[31] 

			Habrá que esperar hasta las décadas de 1870 y 1880, y en algunos casos hasta la de 1920, para comenzar a observar la desamortización civil en mayor amplitud, al menos en el caso de los antiguos pueblos indígenas, así como la elaboración de los catastros —que en ocasiones fue más un impulso administrativo que un hecho constante y sonante—, encaminados a lograr el ansiado sueño plasmado por los liberales: eliminar el “estancamiento” de la tierra y construir un sistema fiscal unificado y una legislación obedecida en todo el país.

			BREVES CONSIDERACIONES FINALES

			El caso de México no está aislado de lo sucedido en España y en algunos países de América Latina; sin simplificar demasiado los procesos y momentos históricos, podríamos considerar que casi se desarrollaron con las mismas características. Aun cuando no se puede llegar a una o varias conclusiones sobre el papel de la desamortización civil en México, de acuerdo con la caracterización de la ley y lo comentado en muchos de los trabajos enunciados, la ley de 1856 pretendía eliminar lo que se consideraba el estancamiento de la tierra, que en muchos casos, al menos respecto de los ayuntamientos, los mismos hombres públicos del siglo XIX impulsaron y después castigaron. Sin duda, a mediados del siglo XIX existía la idea de que los ayuntamientos eran entes no sólo político-administrativos, sino terratenientes y hasta poco productivos. 

			Aún perdura la confusión sobre las tierras que los pueblos o los pobladores consideraban suyas —quizá heredadas del periodo colonial o adquiridas en la primera mitad del siglo XIX—, y que los ayuntamientos usufructuaban y entre las que eran realmente ejidos y los propios terrenos de los ayuntamientos (Birrichaga 1999: 313-328). No sabemos a ciencia cierta dónde se encontraban las tierras de común repartimiento, si dentro o cerca de los fundos legales de los pueblos. Además, hubo grandes variaciones en cada rincón de la república y a lo largo del tiempo. Sin embargo, las tierras de común repartimiento existían, así como los ejidos, aun cuando muchos de éstos emergieron en la segunda mitad del siglo XIX de aquellas que se consideraban tierras comunales, como en el caso de Oaxaca. Las consecuencias también fueron varias, como muestra Gloria Camacho en este libro al señalar que la desamortización benefició a los vecinos con la división de ejidos, pero también causó tensiones con las autoridades locales y los ayuntamientos. La autora reconoce, sin embargo, que la legislación heterogénea y la casuística exigen atender cada caso de manera específica. Este mismo proceso reanimó viejos litigios; emergió entonces el problema del control de los montes y las aguas, que antes eran de libre acceso. Hubo confluencia y convivencia de las formas de territorio. La desamortización “sin excepciones” terminó fraccionando el monte.

			Por otra parte, parece que los que serían beneficiados no lo fueron tanto, y quizá por eso intentaron que las tierras comunales no fueran divididas. Tenían dos razones básicas: por un lado, las tierras en común representaban una fuente de recursos gratuitos, por decirlo de alguna manera, que les ayudaba a desarrollar sus estrategias reproductivas (carbón, madera, frutas, agua, etcétera); por otro lado, sus posibilidades de comprar las tierras eran muy limitadas (aun cuando pagaran por años, junto con los intereses) debido a su escasa disponibilidad de capital y de endeudamiento. Desde esta perspectiva, parece claro que los notables (comerciantes, agricultores, apoderados, funcionarios locales) de los pueblos aprovecharon las oportunidades que la legislación abría y presionaron a los ayuntamientos para que les vendieran o adjudicaran ciertos bienes, considerando la obligatoriedad de la ley del 25 de junio y el Reglamento del 30 de julio de 1856. Eso tampoco debería llevarnos a pensar que todos los notables quisieran beneficiarse de las adjudicaciones. En ciertas zonas del país (algunas regiones de Oaxaca, las Huastecas o el Estado de México), fueron partidarios de la privatización, principalmente donde el medio físico fue un condicionante en el sentido de que la actividad agraria se basaba sustancialmente en los sectores ganadero y agrícola. Así, la mayor o menor privatización de la tierra dependió en buena medida de los intereses de los notables, ya que hasta ahora no hay un consenso sobre que el resultado de la desamortización fuera una distribución más equitativa de la tierra. Las generalizaciones a rajatabla son difíciles de sostener: si bien es conveniente relativizar la idea de que los pueblos en su conjunto se opusieron a la desamortización de manera violenta, jurídica o con una resistencia cotidiana, y que las tierras yermas no fueron codiciadas y se mantuvieron en manos de sus dueños después de la ley de 1856. Sin embargo, también fue muy común que los procesos que desvinculaban a la propiedad y que tendían a individualizarla provocaron fracturas internas por el acaparamiento de recursos dentro de los mismos pueblos.

			Parece haber un acuerdo en la historiografía respecto a que la privatización se aceleró en las zonas que comenzaron a tener una importante actividad económica (por cultivos con altos valores comerciales e introducción de medios de transporte modernos) (Arrioja 2007: 149; Kourí 2004; Rus 2005: 253-287). Es decir, se privatizó más en las regiones y los lugares donde los mecanismos de mercado habían penetrado más y donde, en consecuencia, había más incentivos para ello. Asimismo, habría que considerar otros recursos naturales, como los montes y bosques, que fueron muy codiciados por los partidarios de la desamortización. El texto de Marco Aurelio Almazán expone la importancia de los recursos de los montes para el fortalecimiento de la propiedad privada que realizó fuertes inversiones para la extracción de maderas y otras materias primas. La casuística, sin embargo, muestra que no existían organismos para el control de los montes. En el Estado de México la inversión privada accedió en ocasiones a un mayor aprovechamiento de los recursos de los cerros, lo que permitió incorporar esa economía a la de la minería, los trapiches y los aserraderos, no sin disputas entre pueblos y particulares que derivaron en la penalización del derecho de usufructo.

			No debemos olvidar que en lo relacionado con las transmisiones de la propiedad, la desamortización no se agotaba en sí misma, sino que, por el contrario, abría un abanico de posibilidades para un proceso más dinámico en torno a la titularidad de la tierra. Pero los efectos de la de­samortización —quizá a esta altura sería mejor hablar de diversas formas de desamortización a lo largo y ancho del país (igual que en los muchos liberalismos decimonónicos)— debieron estar en función de las formas de organización locales de los pueblos y sus entornos, así como de las características sociales y económicas de cada municipio, región o entidad federativa. Desde esta perspectiva, podría decirse que el proceso de desa­mortización, junto con las posteriores leyes de baldíos y colonización, consolidó los mecanismos de mercado; posteriormente, las fuerzas desatadas por aquél potenciaron en algunas zonas; la explotación a través de las haciendas o bien para afianzar la pequeña propiedad. Ello parece estar claro, por las características de la población, para una parte del centro y sur del país, pero ¿y el norte?[32]

			Por último, la segunda intención que perseguía la ley de 1856 era fiscal. Poco sabemos de las repercusiones de las ventas en los ingresos de la hacienda pública federal y de cuáles fueron las consecuencias para las haciendas municipales implicadas en el proceso desamortizador. Poco claro queda si los ayuntamientos entraron en ruina; sería necesario comparar entre sí los municipios que vendieron sus propios y ejidos y los que hayan otorgado los títulos de los terrenos de común repartimiento, para establecer diferencias y semejanzas respecto de las haciendas municipales y los servicios que debían ofrecer a sus habitantes. Aunque no se ha realizado un cotejo real de los ingresos por las ventas y adjudicaciones, posiblemente lo que se presentó en la Memoria de 1857 fueron proyecciones de gastos por pago de impuestos que los mismos actores debieron paliar, al menos en términos de los bonos de deuda y los agudos problemas de la hacienda pública federal.

			Aún falta mucho camino que recorrer para saber más sobre la desamortización civil. Se trata de un tema que nos serviría mucho para entender lo acontecido a partir de 1915 en el campo mexicano y las diferencias entre los tipos de derechos sobre tierras, aguas, bosques y propiedad que utilizaron los diversos actores sociales, además de las herramientas y condicionantes que se presentaron para paliar o evitar el ideal de los liberalismos en torno al binomio propiedad-impuestos.
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			NOTA ACLARATORIA
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			NOTAS AL PIE

			
				
					[1] Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS-Distrito Federal). Correo electrónico: [ohmstede@ciesas.edu.mx].

				

				
					[2] El Colegio de México, Centro de Estudios Históricos. Correo electrónico: [rfalcon@colmex.mx].

				

				
					[3] El Colegio de Michoacán. Correo electrónico: [mlobo@colmich.edu.mx].

				

				
					[4] Véanse ambos en Memoria 1857: 1-9 y 14-20. El argumento del Ministro de Hacienda en torno a lo que implicaba la ley del 25 de junio de 1856, fechada el 28 de junio, se encuentra Memoria 1857: 9-13.

				

				
					[5] Para el caso del Estado de México, véase Bazant y Domínguez (2011: 401-420), donde se considera que se obtuvo casi un millón de pesos de la venta de bienes eclesiásticos. En varios países de América Latina y en España, los diversos gobiernos liberales, lejos de suprimir los derechos de propiedad derivados del dominio directo, mostraron un especial interés en asegurar y garantizar todos los derechos de propiedad, véase Bodinier, Congost y Luna (2009).

				

				
					[6] Un buen ejemplo de una perspectiva comparativa, pensada en torno a los ejidos en Iberoamérica, se encuentra en Barcos (2013: 98-125), que describe la implementación de leyes desamortizadoras en Argentina, España y México. También véase la propuesta sobre las implicaciones de los ejidos para México en Wolfe (2013: 291-318). Para un caso específico, como Yucatán, en que los montes y ejidos estuvieron en conflicto, véase Ortiz (2013: 85-100).

				

				
					[7] Sería de suma importancia desarrollar estudios comparativos sobre los efectos que generaron (y los que no generaron) las reformas liberales en el siglo XIX y la manera en que respondieron los indígenas. Asimismo, habría que considerar otras posibilidades, dentro de los marcos de los países, que permitan explicar el mercado de tierras. Para el caso argentino remitimos a Banzato, Barcos y D’Agostino (2013: 19-64), Banzato (2011), Tell y Castro (2011: 235-248). Respecto a Colombia, Solano y Flórez (2011: 72-95) y Mayorga (2012). Para Chile, Foerster (2007: 113-128). Sobre Guatemala, Ávila (2012) y González-Izás (2014).

				

				
					[8] Un reciente estudio sobre lo que implicaron los deslindes en el último tercio del siglo XIX en México es el de Fenner (2012), quien muestra las diversas y variadas formas que se dieron, y cómo hubo importantes negociaciones sobre las tierras que pretendían ser deslindadas. Del mismo autor, donde considera que los denuncios no tuvieron que ver con los pueblos indígenas, véase Fenner (2006: 867-898). Asimismo, se pueden ver los estudios de Palomo y Torres en este volumen.

				

				
					[9] Roseberry (2004: 48-49) considera que las tierras de comunidad se pueden dividir en cinco amplias categorías: sitios de los pueblos (“fundo legal”), tierras agrícolas y pastizales-boscosos, tierras de comunidad, parcelas controladas por cofradías.

				

				
					[10] Un buen ejemplo de este aspecto puede verse en el caso de Guatemala que se encuentra en este libro.

				

				
					[11] Véase los trabajos de Almazán, Camacho, Topete y Leonard en el presente volumen.

				

				
					[12] Ya desde 1842 Mariano Galván había mostrado las diversas formas poligonales que habían dado cuerpo a las delimitaciones territoriales de los pueblos. Véase Galván (1842).

				

				
					[13] Arréchiga considera que con la ofensiva liberal de la desamortización culminó el proceso de disolución de los barrios indígenas de la Ciudad de México que se había iniciado en el siglo XVIII. Aspecto que en el caso de Iztacalco, afirman Botello y Mendoza (incluido en este libro), el proceso de desestructuración de la propiedad comunal, el fundo legal, los ejidos, los propios y las tierras de común repartimiento afectó las formas de administración, de culto religioso y de educación, conforme los hacendados, rancheros y comerciantes locales adquirieron tierras, acrecentando la desigualdad, lo que derivó en el surgimiento de colonias periféricas a la Ciudad de México.

				

				
					[14] Uno de los primeros que realizó una síntesis sobre el proceso, que llamó la atención sobre los cambios en la historiografía y dejó a un lado la victimización del campesinado indígena, fue Buve (1996: 35-41). Siguiendo las ideas de Buve, Camacho (2007: 247-278) cuestiona que en el sur del Valle de Toluca la desamortización haya abierto las puertas a la pérdida de tierras de los lugareños a favor de fuereños; al contrario, muchos miembros de los pueblos se apropiaron de ellas, a la par que se conformaron sociedades agrarias, semejantes a las de las Huastecas y la Mixteca. También consúltese Menegus (1995: 144-189), así como los capítulos de Mendoza, Falcón y Escobar Ohmstede en el presente volumen.

				

				
					[15] Marino (2001: 33-43) apunta que la producción historiográfica de las dos últimas décadas del siglo XX había superado un poco dicha visión a partir de estudios regionales y locales; sin embargo, creemos que las implicaciones que tuvo el porfiriato en los pueblos de indios sigue pesando en los análisis actuales y es aún un marco de referencia que justifica mucho lo acontecido en el siglo XX.

				

				
					[16] En los últimos años han surgido varios estudios que ponen en entredicho la visión en torno a lo que implicaron las haciendas en el mundo rural mexicano, lo que no descarta la existencia de hacendados con amplios deseos de extenderse sobre un mayor número de tierras para ampliar sus espacios ecológicos y productivos. Véanse Nickel 1998; Miller 1999: 127-173; Crespo 2009; Escobar Ohmstede 2011: 9-30; Rangel 2012: 83-102; Butler 2013: 424-456; Gómez Serrano 2013: 457-480. 

				

				
					[17] Un contemporáneo de Molina contradecía su visión sobre el latifundio, al considerar que: “Para el criterio revolucionario mexicano, el latifundismo en una nación significa miseria, analfabetismo, degeneración y muerte vergonzosa para el pueblo. Tal creencia es tan falsa como decir que la sal contenida en las aguas del mar perjudica el brillo de las estrellas de la constelación de Orión” (Bulnes 1981: 133). También se puede comprender el análisis de Molina Enríquez en Kourí (2002: 69-120), así como en diversos artículos que se encuentran en Kourí (2009).

				

				
					[18] Kourí (2001: 199-214) considera que hay un gran vacío historiográfico respecto a los proceso de enajenación de tierras comunales de los pueblos del centro y sur de México, lo cual sustenta al encontrar solamente seis artículos de estudios de caso (el comentario se encuentra en la página 200). El punto parece haber cambiado en los últimos años.

				

				
					[19] Diversos autores de este volumen realizan evaluaciones, estados de la cuestión o estados del arte sobre cómo se ha visto y dónde se encuentran en estos momentos los estudios en torno a la desamortización. Algunos lo abordan desde una visión general, otros parten de sus espacios sociales de estudio.

				

				
					[20] Esta propuesta de Menegus es cuestionada por Édgar Mendoza (2007a: 76), quien considera que los pueblos de Oaxaca mostraron un mayor interés por privatizar primero sus ejidos y propios y posteriormente las tierras de común repartimiento. Sin embargo, un elemento central en este debate es la consideración de la legislación oaxaqueña, básicamente de acuerdo con las leyes de 1862 y 1890, como lo muestra Escobar Ohmstede en este volumen.

				

				
					[21] En sus trabajos remite constantemente a que un buen ejemplo de los estudios locales es su artículo “Ocoyoacac” (1995: 144-189). Al menos para el caso del Estado de México, sus llamados han tenido eco, véanse Camacho (2008, I: 287-310) y Marino (2008, I: 269-286). Para Oaxaca, Mendoza (2004 y 2011).

				

				
					[22] Una posible respuesta es el condueñazgo, aunque habría que analizarla desde otra perspectiva y no sólo como alternativa viable por parte de los pueblos indígenas. Véanse, entre otros, para las Huastecas, Escobar Ohmstede y Gordillo (1998: 34-39, así como las notas 69, 70 y 71); Escobar Ohmstede (2002: 137-166) y Argáez (2008, I: 311-329). Para el centro de Veracruz, Kourí (2004) y Chenaut (2014: 76-99). Para el Estado de México, a Camacho (2007: 260-272) y Neri (2011 y 2013: 21-44). Para Oaxaca, a Mendoza (2008, I: 187-208) y Smith (2013: 81-110). Menegus (2009) menciona sociedades agrícolas mercantiles en la Mixteca Baja, aunque las compara con los condueñazgos, lo cual no es del todo acertado.

				

				
					[23] La desamortización civil ocasionó la ruina de las finanzas municipales, ya que no recibieron los intereses de las ventas realizadas (Iriarte 2001: 66), algo que parece haber sucedido en varios ayuntamientos mexicanos.

				

				
					[24] Se realiza una división entre la parte norte del estado, que contaba con bosques que posteriormente quisieron ser utilizados por la Papelera San Rafael y donde los pueblos cercanos al Popocatépetl sufrieron despojos con argucias legales fundadas con la desamortización; mientras que en el sur, debido a la expansión ganadera, muchos hacendados se cobijaron en la denuncia de terrenos baldíos para lograr consolidar su adquisición de tierras (Crespo 2009: XVII-XVIII).

				

				
					[25] Eric Langer (2009: 527-551) realiza una crítica importante a las tesis de los pactos republicanos, sobre todo para el caso de Bolivia, al comentar que la presencia de diversos actores socioeconómicos en los pueblos lleva a considerar que no todos trabajaban la tierra.

				

				
					[26] Véase una interesante comparación en las que concluye el autor lo siguiente: “tanto en México, como en Colombia, los procesos de desamortización de las tierras comunitarias o resguardos, implementados por los gobiernos liberales que se sucedieron entre las décadas de 1850 y 1870, fue lenta, intermitente y parcial, y dependió de múltiples variables, tanto de la duración de los ciclos de esos partidos en el poder, como de las coyunturas internas que atrasaron o aplazaron su ejecución, y de las alianzas que gestaron los líderes locales o regionales de los partidos liberales con las comunidades indígenas” (Murgueitio 2015: 90-91).

				

				
					[27] Jean Meyer (1986) consideró que el periodo de 1822 a 1856 fue de una primera desamortización y que de 1856 a 1910 se desarrolló la segunda (el comentario se encuentra en la p. 210). Esta tendencia se halla presente en Arrioja (2010: 143-185), cuando presenta un análisis de la primera mitad del siglo XIX en Michoacán y Oaxaca. Pasadas más de dos décadas de este comentario, podemos considerar que en varias regiones y entidades federativas esta cronología no se dio así, ya que se presentaron ritmos y alcances diferentes.

				

				
					[28] Sobre una crítica a la concentración de tierras, pero principalmente sobre la concepción de “propiedad” en las discusiones del Congreso Constituyente de 1856, véase Arriaga (1985: 17-45). 

				

				
					[29] Menegus (2007: 32-33) considera que se dieron tres subprocesos como resultado de la desamortización de 1856: un primer subproceso que consideró las parcelas de común repartimiento, un segundo que puso en venta los terrenos o ranchos de “propios” y un tercero que privatizó los terrenos de uso comunal, como los bosques y pastos; no obstante, en sus estudios posteriores (por ejemplo, el de 2009 ya citado) considera dos momentos. Véase también Falcón (2009: 59-85).

				

				
					[30] La “Ley sobre terrenos de comunidad y repartimiento” del 26 de junio de 1866 firmada por Maximiliano, consideraba en el Título I, artículo 6, que no se repartirían ni adjudicarían los terrenos destinados exclusivamente al servicio público de las poblaciones, las aguas y los montes, cuyos usos se hacían directamente por los vecinos (Fabila 1981: 149-153). Consúltese también Camacho (2001: 23-26). El papel de la Junta Protectora (junto con las auxiliares que se encontraban en los estados) puede ser ambivalente, ya que casi todos los expedientes eran mandados por los emperadores a petición de los que solicitaban ayuda. Este hecho no implica que la figura de la Junta no haya sido un paliativo para el proceso desamortizador de la década de 1860 (Marino 2006: 1353-1410).

				

				
					[31] En 1865, Tomás Morán y Crivelli consideraba que el sistema fiscal francés, es decir, un sistema fundado en la exacción de la propiedad, solamente podía ser exitoso en países en donde la propiedad se encontrara lo suficientemente subdividida y poblada para que los impuestos pudieran repartirse (Rhi Sausi 2005: 133-134).

				

				
					[32] Para el caso de Sonora, véase Baroni (2010: 267-298).
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